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Comité de Derechos Humanos
		Decisión adoptada por el Comité en virtud del Protocolo Facultativo, respecto de la comunicación núm. 2084/2011[footnoteRef:1]* [footnoteRef:2]** [1: 	*	Adoptada por el Comité en su 116º período de sesiones (7 a 31 de marzo de 2016).]  [2: 	**	Participaron en el examen de la comunicación los siguientes miembros del Comité: Yadh Ben Achour, Lazhari Bouzid, Sarah Cleveland, Olivier de Frouville, Ahmed Amin Fathalla, Yuji Iwasawa, Ivana Jelić, Duncan Laki Muhumuza, Photini Pazartzis, Sir Nigel Rodley, Víctor Manuel Rodríguez Rescia, Fabián Omar Salvioli, Dheerujlall Seetulsingh, Anja Seibert-Fohr, Yuval Shany, Konstantine Vardzelashvili y Margo Waterval.] 

	Comunicación presentada por:
	V. L. (no representado por un abogado)

	Presunta víctima:
	El autor

	Estado parte:
	Belarús

	Fecha de la comunicación:
	3 de noviembre de 2010 (presentación inicial)

	Referencias:
	Decisión adoptada con arreglo al artículo 97 del reglamento del Comité, transmitida al Estado parte el 18 de mayo de 2010 (no se publicó como documento)

	Fecha de adopción
de la decisión:
	30 de marzo de 2016

	Asunto:
	Tortura; derecho a la libertad y a la seguridad; juicio imparcial; derecho a un recurso efectivo

	Cuestiones de procedimiento:
	Agotamiento de los recursos internos; fundamentación insuficiente de las denuncias

	Cuestiones de fondo:
	Tortura; detención arbitraria; juicio imparcial

	Artículos del Pacto:
	2, 7, 9 y 14

	Artículo del Protocolo
Facultativo:
	2



1.	El autor de la comunicación es V. L., nacional de Belarús nacido en 1985. Afirma ser víctima de vulneraciones por Belarús de los derechos que le asisten en virtud de los artículos 2, párrafo 3 a); 7; 9, párrafo 1; y 14, párrafo 1, del Pacto. El Protocolo Facultativo entró en vigor para el Estado parte el 30 de diciembre de 1992. El autor no está representado por un abogado.
		Los hechos expuestos por el autor
2.1	El autor es miembro de la organización Belarús Europea, que apoya a la oposición. El 27 de noviembre de 2009, fue abordado en la calle por dos agentes de policía que le pidieron sus documentos de identidad y le quitaron el pasaporte y dos teléfonos móviles. Luego lo introdujeron en una furgoneta sin matrícula, donde lo registraron. Le quitaron otros efectos personales, como una llave USB y una bandera de la República Popular de Belarús. Los agentes desoyeron sus peticiones de que se identificaran y le informaran de la razón de su detención. 
2.2	Esposaron al autor y le cubrieron los ojos con su gorro. Fue conducido en una dirección desconocida durante unos 30 minutos y liberado posteriormente en un lugar desconocido. Uno de los secuestradores, que no iba uniformado, le dijo que quedaba advertido y que pensara en el futuro, ya que su esposa e hijos preferirían tener no un padre revolucionario, sino uno que ganara un buen sueldo. El autor acabó a unos 25 km de Minsk y afirma que temió por su vida durante el viaje.
2.3	El 3 de diciembre de 2009, el autor solicitó a la Fiscalía del Distrito Central de Minsk que se abriera una investigación penal sobre su secuestro. Se dio traslado de su petición a la Fiscalía del Distrito del Sóviet de Minsk. 
2.4	El 29 de diciembre de 2009, el autor denunció ante la Fiscalía General y la Fiscalía Municipal de Minsk la inacción de la Fiscalía del Distrito. Señaló que solo lo habían citado para interrogarlo en una ocasión, y que le habían preguntado sobre todo por su actividad y afiliación políticas, y no por su secuestro. A pesar de haber descrito a los secuestradores, no se habían tomado medidas para crear imágenes compuestas de los sospechosos. Tampoco le habían mostrado fotografías de los agentes de policía del Distrito del Sóviet para que pudiera identificar a los secuestradores. 
2.5	El 11 de enero de 2010, la Fiscalía General informó al autor de que se había dado traslado de su denuncia a la Fiscalía Municipal de Minsk que, a su vez, la había remitido a la Fiscalía del Distrito del Sóviet. 
2.6	El 18 de febrero de 2010 el autor recibió la decisión del Fiscal del Distrito del Sóviet, que se negó a abrir una investigación penal tras examinar las reclamaciones del autor. En el marco de dicho examen, se había interrogado al propio autor junto a otros posibles testigos y también se había visionado la videograbación de una tienda cercana y examinado un listado de las llamadas telefónicas efectuadas por el autor. 
2.7	El 3 de marzo de 2010 el autor recurrió la decisión del Fiscal del Distrito del Sóviet ante el Tribunal del Distrito del Sóviet. El 1 de abril de 2010 el Tribunal rechazó su recurso por entender que, como indicaban las conclusiones de la Fiscalía, no había pruebas fidedignas de que se hubiera cometido un delito.
2.8	El 9 de junio de 2010 el autor presentó un recurso de revisión, en el marco del procedimiento de revisión, ante el Tribunal Municipal de Minsk, que lo rechazó el 22 de septiembre de 2010 por falta de pruebas fidedignas.
		La denuncia
3.1	El autor afirma ser víctima de una vulneración por Belarús de los derechos que le asisten en virtud de los artículos 2, párrafo 3 a); 7; 9, párrafo 1; y 14, párrafo 1, del Pacto. 
[bookmark: _GoBack]3.2	El autor sostiene que su secuestro por los agentes de la policía constituye un acto de tortura contrario al artículo 7 del Pacto y una detención arbitraria contraria al artículo 9, párrafo 1, del Pacto.
3.3	El autor alega que la fiscalía y los tribunales no investigaron exhaustivamente su secuestro ni examinaron sus reclamaciones al respecto. A su juicio, la negativa a abrir una investigación penal y la posterior desestimación de sus reclamaciones por los tribunales contravienen el artículo 14, párrafo 1.
		Observaciones del Estado parte sobre la admisibilidad 
4.1	En una nota verbal de 27 de septiembre de 2011, el Estado parte alegó, entre otras cosas, que no existían fundamentos jurídicos para examinar la comunicación de V. L. sobre la admisibilidad o el fondo. Informó, además, al Comité de que el autor no había agotado todos los recursos internos disponibles, en particular que no había recurrido ante la Fiscalía Municipal de Minsk ni la Fiscalía General la desestimación de la Fiscalía del Distrito del Sóviet de su petición de incoar un procedimiento penal sobre la base de su reclamación.
4.2	En una nota verbal de 25 de enero de 2012[footnoteRef:3], el Estado parte recordó su posición, que ya había expresado antes en repetidas ocasiones, en particular en la nota verbal de 6 de enero de 2011. Afirmó que consideraría incompatible con el Protocolo Facultativo toda comunicación registrada en contravención de sus artículos 2 y 5 y la desestimaría sin pronunciarse sobre la admisibilidad ni sobre el fondo. Señaló también que no estaba obligado a reconocer el reglamento del Comité ni su interpretación de las disposiciones del Protocolo Facultativo; y que sus autoridades considerarían “nulas” las decisiones que el Comité adoptara sobre la presente comunicación. [3: 		La nota verbal es de carácter general y se refiere a varias comunicaciones presentadas al Comité.] 

		Comentarios del autor sobre las observaciones del Estado parte
5.	En una comunicación de 19 de diciembre de 2011, el autor señala que, según la jurisprudencia del Comité, se requiere el agotamiento de los recursos internos que no solo estén disponibles, sino que además sean efectivos. Añade que únicamente las denuncias examinadas por los tribunales pueden considerarse recursos internos efectivos. Un recurso ante la Fiscalía Municipal de Minsk y la Fiscalía General no puede considerarse un recurso interno efectivo porque queda a discreción de un funcionario público y la revisión de la causa, en caso de admitirse a trámite, se lleva a cabo en ausencia del recurrente. Además, ese procedimiento no permite al recurrente formular preguntas, exponer sus argumentos ni presentar mociones. El autor afirma que la forma en que la Fiscalía Municipal de Minsk y la Fiscalía General han tramitado sus denuncias en el pasado confirma sus dudas sobre la efectividad de cualquier recurso ulterior ante esos órganos del Estado. Recuerda que el 29 de diciembre de 2009 presentó una denuncia ante la Fiscalía General por la deliberada dilación de la Fiscalía del Distrito del Sóviet en el inicio de actuaciones penales contra los agentes de policía que lo habían secuestrado el 27 de noviembre de 2009. Reitera que el 11 de enero de 2010 la Fiscalía General dio traslado de su denuncia a la Fiscalía Municipal de Minsk y que luego, el 15 de enero de 2010, esta la remitió a su vez a la Fiscalía del Distrito del Sóviet, la misma entidad que el autor había denunciado inicialmente ante la Fiscalía General. El autor afirma que se han agotado todos los recursos internos a los efectos del artículo 5, párrafo 2 b), del Protocolo Facultativo.
		Deliberaciones del Comité
		Falta de cooperación del Estado parte
6.1	El Comité toma conocimiento de la afirmación del Estado parte de que no hay fundamento jurídico para examinar la comunicación del autor en la medida en que esta se ha registrado en contravención de las disposiciones del Protocolo Facultativo, de que no está obligado a reconocer el reglamento del Comité ni la interpretación que este hace de las disposiciones del Protocolo Facultativo, y de que sus autoridades considerarán “nulas” las decisiones que el Comité adopte sobre esta comunicación.
6.2	El Comité recuerda que, en virtud del artículo 39, párrafo 2, del Pacto, está facultado para establecer su propio reglamento, que los Estados partes han convenido en reconocer. Señala, además, que al adherirse al Protocolo Facultativo, todo Estado parte en el Pacto reconoce la competencia del Comité para recibir y considerar comunicaciones de personas que aleguen ser víctimas de una vulneración de cualquiera de los derechos enunciados en el Pacto (preámbulo y art. 1 del Protocolo Facultativo). La adhesión de un Estado al Protocolo Facultativo lleva implícito el compromiso de cooperar de buena fe con el Comité para permitir y posibilitar que este considere dichas comunicaciones y que, una vez concluido el examen, remita su dictamen al Estado parte y a la persona en cuestión (art. 5, párrafos 1 y 4). Es incompatible con esas obligaciones que un Estado parte adopte medidas que impidan o frustren la labor del Comité de considerar y examinar la comunicación y emitir un dictamen[footnoteRef:4]. Corresponde al Comité determinar si una comunicación debe registrarse. El Comité observa que, al no aceptar la competencia del Comité para determinar si una comunicación debe registrarse y declarar de antemano que no aceptará la determinación del Comité acerca de la admisibilidad y el fondo de la comunicación, el Estado parte ha incumplido las obligaciones que le incumben en virtud del artículo 1 del Protocolo Facultativo. [4: 		Véanse las comunicaciones núm. 869/1999, Piandiong y otros c. Filipinas, dictamen aprobado el 19 de octubre de 2000, párr. 5.1; núms. 1867/2009, 1936/2010, 1975/2010, 1977/2010, 1978/2010, 1979/2010, 1980/2010, 1981/2010 y 2010/2010, Levinov c. Belarús, dictamen aprobado el 19 de julio de 2012, párr. 8.2; núm. 1948/2010, Turchenyak y otros c. Belarús, dictamen aprobado el 24 de julio de 2013, párr. 5.2; y núm. 1950/2010, Timoshenko c. Belarús, dictamen aprobado el 22 de julio de 2015, párr. 5.2.] 

		Examen de la admisibilidad
7.1	Antes de examinar toda reclamación formulada en una comunicación, el Comité debe decidir, de conformidad con el artículo 93 de su reglamento, si dicha comunicación es o no admisible en virtud del Protocolo Facultativo. 
7.2	En cumplimiento de lo exigido en el artículo 5, párrafo 2 a), del Protocolo Facultativo, el Comité se ha cerciorado de que el mismo asunto no está siendo examinado en el marco de otro procedimiento de examen o arreglo internacional.
7.3	El Comité toma conocimiento de la objeción del Estado parte a la admisibilidad de la comunicación porque el autor no ha presentado ninguna denuncia ante la Fiscalía en el marco del procedimiento de revisión. No obstante, observa que el autor presentó una denuncia ante la Fiscalía General y la Fiscalía Municipal de Minsk, recurrió la decisión del Fiscal del Distrito del Sóviet ante el Tribunal del Distrito del Sóviet y presentó un recurso de revisión ante el Tribunal Municipal de Minsk. Por consiguiente, el Comité considera que el artículo 5, párrafo 2 b), del Protocolo Facultativo no le impide examinar la comunicación. 
7.4	El Comité observa que el autor afirma que su secuestro constituye un acto de tortura en el sentido del artículo 7 del Pacto y una vulneración de su derecho a la libertad y a la seguridad en el sentido del artículo 9. A este respecto, el Comité también toma nota de la afirmación del autor de que, al no realizar una investigación exhaustiva y completa de su secuestro, el Estado parte vulneró su derecho a un recurso efectivo reconocido en el artículo 2, párrafo 3 a), leído conjuntamente con los artículos 7 y 9 del Pacto. El Comité toma nota de las alegaciones del autor de que, a pesar de su descripción de los secuestradores, no se tomaron medidas para crear una imagen compuesta o llevar a cabo un reconocimiento fotográfico para identificar a los agentes de la comisaría de policía del distrito del Sóviet. El Comité observa asimismo que los documentos presentados por el autor indican que la Fiscalía tomó diversas medidas para examinar sus reclamaciones, como interrogarle a él y a otros posibles testigos, visionar la videograbación de un comercio de la zona en la que supuestamente tuvo lugar el secuestro y examinar el listado de llamadas telefónicas realizadas por el autor, que podían sustentar su presunto secuestro. Además, en respuesta a la denuncia presentada por el autor ante la Fiscalía General el 29 de diciembre de 2009, la decisión de la Fiscalía del Distrito del Sóviet de Minsk fue anulada y se devolvió la causa para que se realizaran investigaciones adicionales en el marco de las cuales se volvió a interrogar a los testigos, aunque no corroboraron las alegaciones del autor. El Comité observa también que tanto el Tribunal del Distrito del Sóviet de Minsk como el Tribunal Municipal de Minsk rechazaron el recurso del autor contra la decisión del Fiscal General por entender que no había pruebas fidedignas de que se hubiera cometido un delito en relación con las conclusiones de la Fiscalía. A la luz de lo que antecede, el Comité considera que las reclamaciones del autor al amparo de los artículos 7 y 9, leídos solos y conjuntamente con el artículo 2, párrafo 3, del Pacto, son inadmisibles en virtud del artículo 2 del Protocolo Facultativo por no estar suficientemente fundamentadas.
7.5	El Comité toma nota de la alegación del autor de que la negativa a abrir una investigación penal y la posterior desestimación de sus reclamaciones por los tribunales contravienen el artículo 14, párrafo 1, del Pacto. El Comité recuerda, sin embargo, que el Pacto no reconoce el derecho a que se incoen procedimientos penales contra otra persona[footnoteRef:5]. Por consiguiente, esa parte de la comunicación es inadmisible ratione materiae por ser incompatible con las disposiciones del Pacto.  [5: 		Véase la comunicación núm. 213/1986, H. C. M. A. c. los Países Bajos, decisión de inadmisibilidad adoptada el 30 de marzo de 1989, párr. 11.6.] 

8.	Por lo tanto, el Comité de Derechos Humanos decide:
	a)	Que la comunicación es inadmisible en virtud de los artículos 2 y 3 del Protocolo Facultativo;
	b)	Que la presente decisión se ponga en conocimiento del Estado parte y del autor de la comunicación.
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